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I. Introducción.
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El Derecho del Trabajo nace a fines del siglo XIX y su nacimiento trajo consigo un 
conjunto de norma, teorías y leyes encaminadas a mejorar las condiciones sociales y 
económicas de los trabajadores, regulando las relaciones contractuales entre patrones 
y asalariados. 
Desde un principio nuestro legislador previó la necesidad de proteger al trabajador 
frente al empleador –es por esto que nuestro derecho es eminentemente protector- 
quien es considerado la “parte débil de la relación de trabajo”1.Para lograr su propósito, el 
legislador implementó una serie de normas destinadas a regular ciertas situaciones 
puntuales como lo es el despido del trabajador, instaurando requisitos y formalidades 
para que éste se llevase a cabo.
Con el transcurso del tiempo y la evolución de nuestro derecho, nació una situación 
particular en el área laboral en donde se permitió o se identificó la existencia de una 
prestación de servicios sin contrato y que hoy en día conocemos como “informalidad 
laboral”.  Esta  nueva  situación  dentro  del  Derecho  Laboral,  también  debió  ser 
regulada por la Ley Laboral y en su artículo octavo se estableció una regulación para 
el tema.
En Chile, en el año 1999 se instauró la ley 19.631, más conocida como “Ley Bustos” 
en homenaje a su creador el fallecido diputado Manuel Bustos Huerta, norma que 
impuso la  obligación de pagar  las deudas previsionales impagas o atrasadas (por 
parte del empleador) como un requisito previo al término de la relación laboral por 
parte del empleador. 
Es justamente esta norma la que ha venido a causar grandes problemas dentro de la 
legislación laboral,  puesto que su naturaleza es difícil de determinar y la utilización 
de  conceptos  como  “convalidación  del  despido”  y  por  supuesto  “nulidad  del 
despido” son errores de aplicación del lenguaje jurídico que afectan tanto la esencia 
de la norma misma, como el sistema normativo en su conjunto.
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La aplicación de esta institución dentro del derecho laboral es claramente dificultosa 
y  lo es mayormente en el caso de la “informalidad laboral”, un hibrido o excepción a 
la relación laboral convencional que acepta nuestro ordenamiento y que crece día a 
día en nuestro país2.  En este caso se produce lo que se suele llamar “la huida del 
derecho laboral” al Derecho Civil, ya que nuestros tribunales han insistido en dictar 
sentencias constitutivas aceptando doctrinas del Derecho Civil en materia laboral, en 
casos en donde lo que realmente debiese existir es una sentencia declarativa y no una 
constitutiva.  Y es  que la  aplicación de  doctrinas  civilistas  en materia  laboral  está 
derogando el orden público, característica principal de nuestro derecho del trabajo.
Cabe decir que en todas las instituciones de nuestro derecho, es imprescindible la 
precisión del lenguaje jurídico para entregarles  herramientas claras  a nuestros jueces, 
evitando obtener como resultado de la labor judicial sentencias contradictorias. Es 
por esto que en nuestros tribunales (con especial énfasis en la Corte Suprema), esta 
norma y en especial el art. 162 del Código del Trabajo, ha producido problemas de 
interpretación y posterior aplicación en nuestra legislación laboral. 
En este trabajo, nos dedicaremos a estudiar la norma laboral referida a la nulidad del 
despido  revisando sus efectos,  estableciendo los errores de lenguaje y redacción, 
para  luego identificar  los  problemas  de  aplicación que trae  consigo  la  norma en 
comento para nuestros tribunales (con especial importancia la Corte Suprema). 
Realizaremos una exposición  clara  de  la  situación  y  a  criticar  la  actual  visión  de 
nuestros tribunales sobre este tema y sobre la aplicación de la Ley 19.631 en aquellas 
relaciones laborales decretadas en base a la presunción del artículo 8º del Código del 
Trabajo.  También  intentaremos  plantear  algunas  soluciones  o  propuestas  para 
mejorar  la  situación  actual  y  el  problema  que  se  crea  en  el  caso  de  estudio, 
amparándonos en jurisprudencia y en el mismo Código del Trabajo.
Y enfocando la exposición en una crítica a la actual visión de nuestros tribunales 
sobre este tema, intentaremos  una propuesta conclusiva sobre cuales debieran ser las 
directrices que nuestra doctrina y jurisprudencia adopten al respecto.
2
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 MIDEPLAN (GOBIERNO DE CHILE), ENCUESTA DE CARACTERIZACIÓN SOCIOECONÓMICA, 
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II. CAPÍTULO I: EL ARTÍCULO 162 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO.
Introducción.
El artículo 162 del Código del Trabajo, en su origen, tuvo como principal objetivo 
mantener la vigencia de la relación laboral entre empleador y trabajador, en cuanto el 
primero no hubiese enterado las cotizaciones previsionales atrasadas, es decir, si no 
se acreditase el pago total de las imposiciones previsionales al momento mismo del 
despido del trabajador, éste no pondrá término al contrato que los une, subsistiendo 
el vínculo laboral que los une.
El objetivo último de la norma consiste en que el empleador que adeuda el pago de 
las cotizaciones previsionales a su trabajador, no podrá dar por terminada la relación 
de trabajo ni tendrá plenos efectos el término del contrato mientras este no cumpla 
con la obligación de pago que le impone la ley.
Así, el Código del Trabajo establece que al momento del despido, es obligación del 
empleador informar de manera escrita el estado de las imposiciones previsionales del 
trabajador que se pretende despedir y junto con ello, que dichas cotizaciones hayan 
sido enteradas a cabalidad. 
Entonces, el despido no surtirá plenos efectos mientras el empleador se encuentre en 
mora de pagar las cotizaciones previsionales adeudadas hasta antes del despido del 
trabajador. 
Entonces  la  “comunicación”  y  la  “acreditación”  del  pago  de  las  cotizaciones 
previsionales, revisten una importancia sublime en el tema de la nulidad del despido. 
Y es que “constituye una irresponsabilidad de parte del empleador no pagar las imposiciones que  
ha descontado al trabajador de sus propias remuneraciones y que son dineros que le pertenecen,  
respecto  de  las  cuales  es  un mero recaudador”3 puesto que si  este no ha pagado, estará 
incumpliendo  con su obligación y por ende el despido será considerado nulo.
3
3
  DISPONIBLE EN:  http://www.bcn.cl/histley/historias-de-la-ley-ordenadas-por-
materia?cate=14 ; última visita en 12/11/2011, a las 23:42 p.m.
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Si bien el articulo 162 habla de “nulidad del despido”, en la actualidad se entiende 
que el título de “nulidad” es totalmente errado, que no tiene ninguna relación con la 
validez del  acto jurídico (y por ende con la nulidad en materia  civil) sino que es 
propiamente una sanción cuya finalidad es castigar un incumplimiento y al mismo 
tiempo fomentar el respeto de la norma.
Y es que el sentido de “nulidad” en este ámbito no tiene nada que ver con el sentido 
de nulidad en ámbito civil.
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1.2 Naturaleza Jurídica del Artículo 162 del Código Laboral.
La mayoría de los autores coinciden en que la naturaleza jurídica del artículo 162 del 
Código Laboral es compleja, algunos afirman que se habla de nulidad en el sentido 
que le otorga el Código Civil a esta figura, otros dicen que se trata de una suspensión 
del contrato de trabajo y otros aseguran que se habla de nulidad siu generis. 
Ciertamente la figura introducida por la Ley 19.631 en su artículo162 es extraña, pero 
hay concordancia en que no es una nulidad del despido en sentido propio y en que 
“su significación se  acrecienta especialmente  en los  actos  solemnes  en los  cuales  muchas veces  la  
desviación de las formas afecta la validez misma del acto”4. 
Incluso nuestra Corte Suprema ha dado a entender que la nulidad de la que versa este 
artículo produce una suspensión relativa en la relación laboral, ya que el despido con 
“cotizaciones  impagas”  no  produce  el  término  del  contrato,  sino  que  da  como 
resultado  efectos  parciales  donde  el  trabajador  ya  no  tiene  que  seguir  prestando 
servicios al empleador.
Pero “suspensión” no es  la  naturaleza jurídica de esta  figura puesto que,  cuando 
existe  suspensión es  por  que se  ha  producido alguna  interrupción temporal  y  la 
finalidad última es mantener la relación laboral, es decir, propender la continuidad 
laboral. En cambio, la nulidad sobre la que se estudia no pretende salvar la relación 
laboral  extendiendo la vida del  contrato de trabajo,  sino que busca el  pago de la 
deuda previsional por parte del empleador para extinguir dicho contrato. 
Y  es  que la  nulidad  del  despido  no  puede  comprender  la  reincorporación  del 
trabajador  a  su  puesto  de  trabajo  cotidiano,  ya  que  la  existencia  del  despido  ha 
provocado un grave deterioro en  la relación laboral y prevalece la idea de la “pérdida 
de interés y confianza en la relación”.
4
4
 COUTURE,  EDUARDO;  fundamentos  del  derecho  procesal  civil,  Editorial  B  de  F, 
Montevideo-Buenos Aires, año 2002, p. 305.
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Ahora  bien,  el  legislador  previó  esta  institución  como  un  requisito  para  que  el 
empleador  “convalidase”  el  despido,  pero  no  tomó  las  providencias  necesarias 
respecto al caso en que el empleador no pagase jamás las cotizaciones adeudadas al 
trabajador y por ende tampoco reguló la forma de terminación del contrato ante esta 
situación. 
Entonces,  podemos  afirmar  que  la  naturaleza  jurídica  de  esta  institución  es  una 
“sanción”,  que  afecta  al  empleador  que  no ha  dado cumplimiento  a  una  norma 
previsional.
Una parte de la  doctrina laboralista  señala  que la  real  intención o finalidad de la 
sanción  del  artículo  162  del  Código  del  Trabajo,  es  incentivar  el  pago  de  las 
cotizaciones previsionales adeudadas por parte del empleador y otra parte dice que 
nulidad del despido tiene por finalidad mantener vigente la obligación del empleador 
de  remunerar  al  trabajador,  hasta  que  se  convalide  el  despido  (enterando  por 
completo el concepto de cotizaciones adeudadas), lo cual se condice perfectamente 
con la tesis que planteamos.
Y es que el legislador consideró de justicia que el trabajador perjudicado reciba una 
“compensación económica” por parte del empleador moroso quien, pese a descontar 
de  las  remuneraciones  del  trabajador  el  monto  de  dinero  correspondiente  a  las 
cotizaciones previsionales, nunca las enteró y dicha negligencia produjo perjuicio al 
trabajador en la continuidad de sus cotizaciones, arriesgándolo incluso a ser privado 
de los sistemas de salud de nuestro país.
La  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  reiterados  fallos  ha  señalado  que  la  sanción 
establecida en el artículo 162 del Código del Trabajo, modificado por la Ley 19.631, 
es “una nulidad especial”, pues no podemos enmarcarla ni en la nulidad absoluta ni 
en la nulidad relativa.
Y es que en resumidas cuentas, el fin último de la norma era mantener la continuidad 
de  la  relación  laboral5,  esto  como una  ficción  legal  donde  el  empleador  siguiese 
5
5
  ROMERO MONTES, FRANCISCO JAVIER; La crisis de los principios del derecho del trabajo, 
Buenos Aires, 1983, p. 649.
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pagando  al  trabajador   afectado,  las  remuneraciones  y  demás  prestaciones 
establecidas  de  mutuo  acuerdo  en  el  contrato  de  trabajo,  hasta  que  se  haya 
convalidado debidamente el despido (solucionando la deuda previsional).
Ahora bien, queda de manifiesto que el legislador no expresó de manera clara sus 
intenciones  en  cuanto  a  esta  figura  y  que  el  uso  de  palabras  como “nulidad”  y 
“convalidación” del despido, en nada ayudaron a esclarecer la real intención de la 
norma. Es por esto que insistimos en que el uso del lenguaje jurídico muchas veces 
es inidóneo y este es un claro ejemplo.
 
Los vacíos de que adolece la Ley N°19.631, impiden determinar el alcance de sus 
efectos en estos casos, provocando una serie de efectos no deseados e interrogantes 
respecto de hasta qué punto se le puede exigir al empleador reconocido a través de 
una sentencia el cumplimiento de sus obligaciones previsionales.
 Es aquí donde juega un papel  importante pero peligroso, la interpretación de la 
doctrina y la  jurisprudencia  tanto judicial  como administrativa,  que muchas veces 
finalizan  en   soluciones  contradictorias  que  atentan  los  sustentos  y  bases 
fundamentales de nuestro Derecho del Trabajo.
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1.3 Origen y sentido del artículo 162 del Código Laboral.
Este artículo nace amparado por la obligación que tiene el empleador de cumplir con 
las leyes laborales y previsionales impuestas por nuestro ordenamiento.
Según  nuestro  Código  del  Trabajo,  el  no  pago  de  las  cotizaciones  previsionales 
morosas no produce el efecto de poner término al contrato de trabajo y “la relación 
laboral se mantiene vigente sólo para efectos remuneratorios en las condiciones que se establecen en el  
inciso 7º del citado artículo 162”6, pero el empleador tiene la posibilidad de “convalidar” 
el despido realizando el pago de las cotizaciones respectivas y comunicándole dicho 
pago, mediante carta certificada, el estado de pago de éstas. Así lo expresa el proyecto 
de la Ley n° 19.631:
“Tal  como puede  inferirse  de la  normativa  que  se  propone,  la  finalidad del  proyecto  
consiste  en  que  el  empleador,  quien  ha  descontado  de  las  remuneraciones  de  sus  
trabajadores  las cotizaciones correspondientes, cumpla con la subsecuente  obligación de  
pago, a la que lo obliga la ley, antes de dar por terminada la relación de trabajo.
Se estima, pues, que el término del contrato no debe surtir sus plenos efectos jurídicos,  
mientras el empleador se encuentre en mora en el pago de los compromisos previsionales  
relativos a los descuentos que para el efecto hizo al trabajador”7
 Entonces,  para “convalidar un despido efectuado en contravención a las normas 
previstas en el  inciso 5º del  artículo 162 del  Código del  Trabajo,  se requiere que 
además  del  pago  de  las  cotizaciones  previsionales  adeudadas,  el  empleador 
6
6
  DISPONIBLE EN:  http://www.dt.gob.cl/legislacion/1611/w3-article-62185.html; 
última visita en 12/11/2011, a las 1:52 a.m.
7
7
 DISPONIBLE EN:  http://www.bcn.cl/histley/historias-de-la-ley-ordenadas-por-
materia?cate=14.; última visita en 15/11/2011, a las 13:56 p.m.
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comunique tal circunstancia al afectado a través de carta certificada, acompañando la 
documentación previsional que acredite dicho pago”8
Pero nuestro Código precisó que el inciso 6º debe ir en concordancia con el inciso 7º 
del artículo 162, dando como resultado el mandato expreso al empleador de pagar las 
cotizaciones  adeudadas  y  a  su  vez  cancelar  todas  las  remuneraciones  y  demás 
prestaciones comprendidas entre el  período de tiempo que media entre la fecha del 
despido y la fecha de envío o entrega de la comunicación.
Como hemos visto, la idea principal y que dio origen a la creación de la norma en 
estudio  era  inducia  al  empleador,  mediante  una  sanción  jurídica,  al  pago  de  las 
cotizaciones  previsionales  del  trabajador,  haciendo  hincapié  en  que  su 
incumplimiento ante tal obligación acarrea importantes dificultades al momento del 
despido de dicho trabajador. 
Y es que el legislador siempre ha intentado resguardar los derechos del trabajador, 
sobre todo en cuanto al despido y el estado de cesantía de este, e incentiva al pago de 
las  cotizaciones  con  el  objeto  de  disminuir  la  tasa  de  morosidad  actual  de  los 
empleadores.
Es evidente,  que un sistema protector y defensor del trabajador como el nuestro 
desee establecer un sistema justo y equitativo en el mercado laboral y por ende, lo 
que esta norma busca en definitiva es motivar al sector empleador para que cumpla 
con lo establecido por la Ley Laboral, para que en un futuro no se vea sometido al 
caso de la nulidad del despido por incumplimiento de sus obligaciones en cuanto al 
pago de  las  cotizaciones  previsionales  de  sus  trabajadores  (a  los  cuales  se  les  ha 
descontado por este precepto).
Debemos reiterar,  que la  creación del  artículo 162 no viene a  introducir  ninguna 
modificación  respecto  a  las  causales  de  despido  o  mejor  dicho,  respecto  de  las 
causales  de terminación del contrato de trabajo plasmadas en nuestro Código del 
8
8
 DISPONIBLE EN:  http://www.dt.gob.cl/legislacion/1611/w3-article-62185.html; 
última visita en 12/11/2011, a las 2:05 a.m. 
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Trabajo, puesto que estas se mantienen intactas y no son el objeto de enmienda de 
este precepto.
 Lo que este artículo viene a hacer, es velar por el cumplimiento de las obligaciones 
del empleador, en especial con lo que al concepto de “comunicación” (del estado de 
pago de las cotizaciones previsionales al trabajador por parte del empleador) y al de 
“acreditación” (del pago de las cotizaciones) alude esta norma.
En palabras del ex presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle, en el proyecto del artículo 
que se estudia, señaló que el incumplimiento respecto del pago de las cotizaciones 
previsional repercute finalmente en el Estado, puesto que éste debe hacerse cargo de 
las jubilaciones de los trabajadores que no cumplen con el mínimo de cotizaciones 
exigidos por ley para poder pensionarse, además es evidente y razonable que si el 
empleador no ha cumplido con dicha obligación sea castigado con el hecho de que el 
despido se considere nulo en razón de su irresponsabilidad.
En  consecuencia,  el  legislador  por  vía  interpretativa,  ha  determinado  que  la 
obligación  legal  del  empleador  respecto  del  pago  de  cotizaciones  y  demás 
prestaciones derivadas del contrato de trabajado que se adeudan al trabajador, deberá 
ser cumplida (pagada) para que el despido de configure como tal. 
 Debemos mencionar que, el artículo 162 del Código del Trabajo, está directamente 
ligado con el artículo 163 del mismo código, conforme al cual se establece que si 
existe incumplimiento en el pago de las cotizaciones previsionales y este sobrepasa el 
lapso  de  seis  meses,  dicho   periodo  de  tiempo  deberá  ser  considerado  como 
trabajado para efectos de determinar la indemnización correspondiente.
Por último, debemos recalcar  el  hecho de que una norma clara  y precisa  es  más 
eficaz, porque su interpretación es restringida a su tenor literal, y no es objeto de 
discusiones doctrinarias como a las que se encuentra afecta la norma objeto de este 
estudio. Esto no quiere decir que la norma es ociosa  muy por el contrario, creemos 
que es un gran avance en el tema, pero no podemos negar que la norma en comento 
tiene vacíos que, de no ser llenados en el futuro, pueden convertirla en ineficiente.
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III. CAPÍTULO II: INFORMALIDAD LABORAL.
Introducción.
El fenómeno de la informalidad laboral se viene presentando con fuerza en Chile y 
Latinoamérica hace un par de años, nace como resultado de una oferta laboral escaza, 
de la cesantía y de la negligencia de trabajadores y empleadores al no cumplir con las 
formalidades que la ley establece para las relaciones laborales. Aun así, Chile tiene 
una  tasa  muy  inferior  de  informalidad  laboral  respecto  del  resto  de  los  países 
Latinoamericanos.
La informalidad laboral trae consigo una serie de beneficios al trabajador como por 
ejemplo: permitirle la entrada al mercado laboral, adquiriendo experiencia y por ende 
fortaleciendo  sus  conocimientos,  pero  se  logra  detectar  que  existe  un  nivel  no 
despreciable  de  trabajadores  que  tienden  a  perpetuarse  en  este  estado  como los 
trabajadores de edad avanzada o y aquellos que tienen menor nivel educativo que los 
profesionales y los técnicos (trabajadores que se mantienen en la formalidad laboral), 
puesto que les resulta difícil  obtener un trabajo formal en el  sistema competitivo 
actual. 
Pero debemos recalcar que, la informalidad laboral pareciera ser la válvula de escape 
en tiempos de crisis económica o de baja oferta laboral, donde los trabajadores antes 
mencionados logran obtener ingresos mediante el trabajo informal. 
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Los trabajadores informales se presentan con mayor fuerza en empresas pequeñas y 
presentan una mayor tasa de pobreza9, esto porque son trabajadores que ejercen el 
comercio,  el  rubro  agrícola,  las  ventas  o  trabajos  domésticos,  áreas  en  donde  la 
informalidad laboral alcanza su “pick”. Así, en las empresas pequeñas, se presenta 
una baja productividad que imposibilita o hace dificultosa la tarea de pagar beneficios 
o compensaciones a sus trabajadores, es decir, cumplir con el costo de la regulación 
laboral.
La informalidad laboral muchas veces responde a factores culturales de trabajadores 
y empleadores, vale decir, por “voluntad” algunos trabajadores prefieren mantenerse 
en  la  informalidad  laboral  ya  que  parece  una  opción más  atractiva  en  cuanto  la 
formalidad no les otorga ningún beneficio a mediano plazo y los descuentos tienen 
una alta tasa respecto de los ingresos futuros que estos puedan percibir.
 Si bien la formalidad otorga beneficios de salud y previsión social, la informalidad le 
permite a los trabajadores que adhieren a ella, amoldar sus horarios de trabajo de 
acuerdo a sus necesidades y les otorga cierto grado de independencia en el sentido de 
que no dependen de una empresa o persona. Algunos empleadores prefieren no ser 
formales para en el corto plazo no pagar cotizaciones, o bien acceder a subsidios del 
estado por su condición de informalidad.
En este sentido,  los trabajadores tienen una alta tasa de descuento a los ingresos 
futuros en forma de pensiones o bien no perciben los beneficios de mediano y largo 
plazo de la formalidad.
Según la Organización Internacional del Trabajo (OIT) se considera como trabajador 
informal a aquellos que no cotizan la seguridad social y aquellos que no presentan 
contrato de trabajo, pero se excluyen a los trabajadores independientes puesto que 
para ellos no es obligación cotizar.
9
9
 COMO REFERENCIA, LA TASA DE POBREZA EN CHILE PARA EL AÑO 2006 FUE DE 13.7%.
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Debemos resaltar  el  hecho de que parte  del  empleo  informal  es  constituido  por 
“opción” del mismo trabajador y que es respuesta inmediata a la falta de fomento, 
incentivos o facilidades para integrarse al mundo del trabajo formal.
Ahora bien, uno de los tantos vacios legales que produjo la aplicación de esta norma, 
se presentó en aquellas relaciones laborales que son desconocidas por el empleador, 
es decir, las relaciones laborales informales y que deben ser reconocidas por el juez 
mediante la dictación de una sentencia constitutiva, amparándose en la presunción de 
existencia de contrato laboral del artículo 8° del respectivo código y en relación con 
el artículo 7° del mismo cuerpo legal. . 
Cada día incrementa el número de trabajadores que amparados por la informalidad 
laboral10,  no  presentan  contratos  de  trabajo  y  que  una  vez  destituidos  de  sus 
funciones, exigen el reconocimiento de la relación laboral en base a las normas del 
Código  del  Trabajo,  pidiendo  lo  que  por  derecho  les  corresponde,  es  decir,  las 
indemnizaciones, la declaración de despido injustificado y la sanción de nulidad del 
despido por el no pago íntegro de las remuneraciones y cotizaciones previsionales 
adeudadas por su empleador al momento del despido.
Por otra  parte,   cuando un tribunal  dicta  una sentencia  constitutiva – que según 
Couture es “aquella que, sin limitarse a la mera declaración de un derecho y sin establecer una 
condena al cumplimiento de una prestación, crean, modifican o extinguen un estado jurídico”11 - 
está produciendo un estado jurídico que antes de la sentencia no existía y es allí en 
donde radica el problema, puesto que la sentencia que ampara una presunción legal 
tiene el carácter de declarativo y no constitutivo. 
Y  es  que  las  sentencias  declarativas,  “tiene  por  objeto  la  pura  declaración  de  la 
existencia de un derecho”12, sentencia que no va más allá de esa declaración, por lo 
10
1
 MIDEPLAN (GOBIERNO DE CHILE),  ENCUESTA DE CARACTERIZACIÓN SOCIOECONÓMICA, 
AÑOS 1996 A 2006.
11
1
 COUTURE, EDUARDO;  fundamentos  del  derecho  procesal  civil,  Editorial  B de F, 
Montevideo-Buenos Aires, año 2002, p. 261.
12
1
 COUTURE, EDUARDO; ob. Cit., p. 257.
16
tanto nuestros tribunales están cayendo en un grave error de carácter procesal, que 
afecta al Derecho Laboral y que debe ser enmendado de inmediato.
En  virtud  de  lo  expuesto  anteriormente,  debemos  llegar  forzosamente  a  la 
conclusión de que la situación  de informalidad laboral de algunos trabajadores, es 
perjudicial  para  ellos  mismos  pero  con  resultados  nefastos  no  en  un  tiempo 
inmediato, sino que a largo plazo, es decir, al momento de pensionarse. 
      
2.2 Orden público laboral.
El Derecho Laboral es una parte del Derecho Privado y está integrado por normas 
de orden público.
Resulta particularmente difícil precisar el concepto de orden público y es que a pesar 
de ser  uno de los conceptos básicos del derecho del trabajo, los  autores laboralistas 
lo  han  definido  de  distintas  maneras.  Para  estos  efectos  nos  guiaremos  por  las 
palabras de Couture quien intenta precisar este concepto mediante la comparación 
del orden público general,  con el orden público laboral del modo que expresa:
“La noción del orden público laboral forma parte del orden público general, cuyo objetivo  
es el bien común, diferenciándose de este por su carácter unilateral, destinado a proteger al  
trabajador subordinado, como parte débil de la relación laboral. Este carácter unilateral  
se concreta en la idea de que el orden público y las prohibiciones de derogación en el  
derecho laboral, tienen un sentido distinto al derecho civil, ya que solo excluyen derogación  
en  perjuicio  del  trabajador  y,  por  lo  contrario,  se  admiten  los  pactos  individuales  o  
colectivos, más favorables al trabajador”.13
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Son normas de orden público entonces, aquellas de interés público y que no pueden 
ser modificadas, alteradas o renunciadas en sus derechos  por las partes,  puesto que 
prima el interés general de la sociedad14.
Entonces, diremos que “el derecho del trabajo es un derecho de orden publico toda vez que busca  
impedir los abusos derivados de la disparidad de poder socioeconómico entre cada trabajador y su  
empleador”15  y que a diferencia del orden público general -que busca el bien común- el 
orden  público  laboral  está  dirigido  a  proteger  al  trabajador  que  se  encuentra  en 
situación de subordinación y dependencia para con un empleador, es decir, “busca  
proteger al trabajador y lograr un equilibrio en la relación de trabajo”16. Es precisamente su 
carácter unilateral lo que le otorga el carácter de orden público.
Para explicarlo de modo sencillo, la característica más importante del derecho laboral 
es que “es un derecho de orden público”17 y a su vez, la característica más importante de las 
normas de orden público laboral es que tutela el interés general y la irrenunciabilidad 
de los derechos.
Ahora bien, la doctrina laboral ha cuestionado la aplicación del derecho civil en el 
ámbito laboral puesto que éste desconoce la consideración individual del trabajador y 
su real posición ante el empresario.  Y es que al enfrentarse una norma de orden 
público con la situación de prevalencia de la conducta de las partes, no es viable darle 
primacía al acuerdo de voluntades por sobre la norma de derecho objetivo.
Nos  parece  que  el  hecho  de  asignarle   validez  jurídica  a  aquellos  acuerdos  que 
desconocen la realidad (principio fundamental en materia laboral) de una prestación 
13
1
 COUTURE, EDUARDO; fundamentos del derecho procesal civil, Editorial B de F, 
Montevideo-Buenos Aires, año 2002, p. 18.
14
1
 ART. 5º INCISO SEGUNDO DEL CÓDIGO DEL TRABAJO.
15
1
 GAMONAL CONTRERAS, SERGIO: ob. Cit., p 17
16
1
 GAMONAL CONTRERAS, SERGIO: ob. Cit., p 21.
17
1
 GAMONAL CONTRERAS, SERGIO: ob. Cit., p 17.
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de servicios bajo subordinación en base a argumentos extra laborales (como es el 
caso de  la  informalidad laboral),  por  el  hecho de hacer prevalecer  el  acuerdo de 
voluntades de las partes, es erróneo ya que se desconocen los principios básicos del 
Derecho del Trabajo.
Debemos precisar que, el hecho de que la Corte Suprema someta a valoración de 
principios  del  Derecho  Civil  a  las  normas  laborales   -como  el  “principio  de 
autonomía de la voluntad”-  hace revivir la situación de igualdad jurídica entre las 
partes contratantes,  con lo que se pierde el carácter eminentemente protector del 
Derecho Laboral.
Y es que la doctrina de la sentencia constitutiva (doctrina a la que adhieren nuestros 
tribunales y que revisaremos con mayor profundidad más adelante), se enfrenta al 
carácter  de  orden  público  del  Derecho  del  Trabajo  y  sus  normas,  es  decir,  los 
derechos  que  conceden  al  trabajador   las  normas  del  Derecho  laboral  son 
inderogables  para  las  partes  en perjuicio  del  trabajador,  son una “limitación a la 
autonomía de la voluntad”.
En resumen, adherir a la doctrina antes referida y darle mayor peso a la “autonomía 
de la voluntad” de las partes, significa desconocer la irrenunciabilidad de los derechos 
laborales establecida en el inciso segundo del artículo 5° del Código del Trabajo que 
reza en su inciso final:
“los derechos establecidos por las leyes laborales son irrenunciables, mientras subsista el  
contrato de trabajo”.
Entonces el problema radica en un tema procesal, puesto que la escuela a que adhiere 
la jurisprudencia de nuestros tribunales se crea en torno a sentencias constitutivas y a 
la aplicación de doctrinas provenientes del Derecho Civil (doctrina de la sentencia 
constitutiva) en materia laboral, aceptación de criterios que están derogando el orden 
público laboral. 
Es por esto que creemos, la doctrina de la sentencia constitutiva pretende dejar sin 
aplicación el artículo 162 del Código del Trabajo, dándole prioridad a la "voluntad de  
las partes" al no haber registrado la relación laboral desde su inicio.
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En conclusión,  la  doctrina  de  la  sentencia  constitutiva  a  la  que  adhiere  la  Corte 
Suprema,  vulnera  el  orden público del  Derecho Laboral  y  priva  al  trabajador  de 
ejercer sus derechos inherentes a su calidad, desestabilizando la estructura sobre la 
cual se basa el Derecho del trabajo, es decir, la protección del trabajador (la parte más 
débil en la relación laboral).
IV.  CAPÍTULO  III:  APLICACIÓN  DE  LA  NORMA  EN  LA 
INFORMALIDAD LABORAL.
Introducción.
Como  hemos  señalado,  la  informalidad  laboral  a  la  que  se  encuentra  afecta  el 
trabajador  que  en  juicio  solicita  se  le  reconozcan  sus  derechos  como tal,  queda 
resuelta  mediante  sentencia  judicial,  es  decir,   para  que  se  declare  lo  anterior  el 
trabajador  deberá  interponer  la  respectiva  acción  de  nulidad  ante  el  tribunal 
competente (el juez que aplique la sanción del artículo 162 del Código del Trabajo, 
sin que la parte lo haya solicitado, incurrirá en “ultra petita”). 
Así,  la  nulidad  del  despido  es  aplicable  únicamente  desde  que  la  sentencia  que 
reconoce la relación laboral está ejecutoriada y junto a consecuencia de ello, la Corte 
Suprema ha señalado mediante múltiples  fallos  que la  relación laboral  establecida 
mediante sentencia judicial, no da lugar a la sanción del artículo 162 (no procede).
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Es indiscutible entonces, que la nulidad del despido (así como toda nulidad) debe ser 
declarada  judicialmente,  lo  que  significa  que  debe  existir  un  juicio  en  el  que  el 
trabajador demande de nulidad de despido a su ex empleador y además que exista 
una sentencia definitiva que declare que el  despido es nulo (caso en el que el ex 
empleador  será  condenado al  pago de  todas  las  prestaciones  adeudadas  desde el 
momento del despido hasta que la sentencia declare la nulidad del despido).
También establece la Corte que, la sanción de nulidad del despido debe abarcar toda 
la vigencia de la relación laboral y que la obligación de demostrar el cumplimiento en 
el pago de las cotizaciones le corresponde al empleador únicamente.
Entiéndase por "cotizaciones previsionales" según lo define la dirección del trabajo: 
“Para los  efectos  de los  artículos  162 y 177 del  Código del  Trabajo,  el  concepto de  
"cotizaciones previsionales" comprende: -Las cotizaciones para los fondos de pensiones, lo  
que  incluye  a  las  cotizaciones  para  financiar  los  regímenes  de  pensiones  del  antiguo  
sistema previsional ( D.L. Nº 3501, de 1980), como también las del nuevo sistema de  
pensiones, en este último tanto el 10% para la cuenta de capitalización individual, como  
la cotización adicional del inciso segundo del artículo 17 del D.L. 3500, de 1980, como 
también la del  artículo 17 bis del  mismo texto legal.  -  La cotización del  7% de la  
remuneración imponible para salud, la que podrá ser superior en el caso de los afiliados a  
ISAPRE. La cotización del 0,6% con cargo al 7% aludido que se entera en una Caja  
de Compensación de Asignación Familiar en el caso de los trabajadores a FONASA,  
cuyos empleadores se encuentren afiliados a dichas entidades, en cuyo caso se entera a 
través del Instituto de Normalización Previsional el 6,4% restante. -La cotización para 
el seguro de desempleo, si correspondiere”.18
La aplicación  de  la  norma en comento,  es  un problema para  nuestros  tribunales 
puesto  que  los  criterios  disimiles  que  se  presentan  en  los  jueces,  producen 
contradicción jurídica en el tema de la nulidad del despido.
18
1
 ORD. Nº 5230/231 - NORMATIVA LABORAL. DIRECCIÓN DEL TRABAJO. GOBIERNO DE 
CHILE.
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A excepción de unos cuantos fallos emanados de nuestras Cortes de Apelaciones, la 
postura  mayoritaria  de  nuestros  tribunales  y  dirigida  por  la  Corte  Suprema  va 
encaminada a evitar la aplicación de los efectos de la nulidad del despido en los casos 
que opere la presunción del artículo 8° de nuestro código.
En consecuencia, cierto es que le corresponde a los Tribunales de Justicia declarar la 
nulidad del despido, pero cuando la norma o regla laboral a la que debe atender es 
ambigua o vaga, permite dar paso a la aplicación de principios generales como el 
principio de la “buena fe”, con lo que resulta inevitable la desnaturalización de la 
especificidad laboral.
3.3 Fundamento de las decisiones judiciales y el problema de la Teoría de 
los Actos Propios.
Nuestro tribunal supremo a través de sus fallos, ha dejado en evidencia su tendiente 
posición a aceptar  o aplicar  criterios y principios de Derecho Civil  en cuestiones 
laborales, esto queda de manifiesto en aquellas sentencias donde se ha aplicado la 
“teoría de los actos propios”19 como criterio para juzgar el carácter laboral o civil de 
la relación existente entre  trabajador y empleador.
A modo de ejemplo, la Corte Suprema en el numerando séptimo de un fallo del año 
2008 señala:  
19
1
LÓPEZ MEZA, M. Y ROGEL VIDE, C., “La doctrina de los actos propios. Doctrina y jurisprudencia”, Reus/B de 
F,Madrid/Buenos Aires,  reimp. 2009,  p.  191:  “…nadie  puede  variar  de  comportamiento  injustificadamente  
cuando ha generado en otros una expectativa de comportamiento futuro”.
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 “Que a propósito de la buena fe con la que deben cumplirse los contratos, útil resulta  
traer a colación la denominada Teoría de los Actos Propios, según la cual si un sujeto  
define su posición jurídica mediante el desarrollo de determinadas conductas, no le es lícito  
desconocer,  posteriormente,  sus  propias  actuaciones,  de  modo  que  si  la  demandante  
durante casi tres años concurrió a generar una relación laboral de plazo fijo, a través de  
las  sucesivas  suscripciones  de  contratos  de  esa  naturaleza,  con  sus  correspondientes  
finiquitos al término de cada período, no es dable que ahora pretenda desconocer dichos  
acuerdos, aludiendo a una realidad distinta y a derechos irrenunciables”.20
No solo en el precedente caso, sino que en una serie de fallos dictados por la Corte 
Suprema se  repite  la  misma línea argumentativa  tendiente  a  la  aplicación de este 
principio  en  controversias  originadas  en  el  ámbito  de  la  informalidad  laboral  al 
momento del término de un “aparente contrato de trabajo o prestación de servicios”, 
donde el trabajador solicita que el trabajo realizado sea calificado como subordinado 
y  que  por  este  motivo,  se  le  reconozcan  los  derechos  que  la  legislación  laboral 
establece. 
Es aquí donde nuestro máximo tribunal se enfoca más en aplicar la teoría de los 
actos  propios, que en establecer la existencia o no se subordinación, desvirtuando su 
labor y dando paso a la contradicción jurídica sobre la que hemos discutido.
La  situación  antes  descrita,  elabora  un  tipo  de  argumentación  conducente  a 
reconocer  la  validez  de  las  relaciones  contractuales  y  a  desconocer  el  carácter 
consensual del contrato de trabajo.
Junto  con  ello  la  presunción  del  artículo  8  inciso  1º  del  Código  del  trabajo,  el 
principio de primacía de la realidad y en general todas las normas que regulan las 
relaciones laborales, quedan subsumidas por principios generales del Derecho Civil, 
desconociendo el carácter especial de la norma laboral y reflejando el error en el que 
incurre la Corte Suprema al privilegiar  aquellos principios frente a las instituciones 
del Derecho del Trabajo.
20
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 CORTE SUPREMA;  CASACIÓN EN EL FONDO;  05/05/08;  CAUSA ROL 2320/08, 
CARATULADO MUÑOZ CALDERON SIVA CON CARITAS CHILE.
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Es necesario mencionar que los criterios de aplicación de la doctrina de los actos 
propios por parte de la Corte Suprema, son escasos o prácticamente nulos puesto 
que el tribunal parece apelar a la precedencia de fallos similares como justificación 
principal de su actuar expresando consideración como por ejemplo: 
"Que, finalmente, atendido el número de contratos celebrados entre las partes durante  
cuatro años y que denota la voluntad inequívoca de éstas de mantener en el tiempo el  
mismo tipo de vinculación, resulta procedente aplicar en autos, tal como lo ha hecho esta  
Corte en casos similares, los principios de la doctrina llamada de los actos propios, que  
asigna efectos ineludibles a determinadas conductas previas, y cuyo origen y objetivo, se  
explica precisamente en la primacía del principio de la buena fe, del cual se encuentra  
imbuido no sólo la legislación laboral, sino que todo nuestro ordenamiento jurídico"21.
Pero  nuestros  tribunales  no  están  ajenos  al  problema  e  intentan  justificar  la 
procedencia de la doctrina de los actos propios en materia laboral, fundamentando 
sus sentencias del siguiente modo: 
"[...]  la  legislación  laboral  no  puede  considerarse  en forma aislada del  ordenamiento 
jurídico general, que regula las vinculaciones que generan los sujetos del derecho y que, en 
el caso, se ha traducido en la aceptación por parte del demandante de la existencia de una  
relación de naturaleza civil con sus respectivas consecuencias, durante más de quince años,  
sin haber formulado reclamo alguno en tal sentido".22
Pero es palpable el hecho de que el tribunal desconoce la especialidad de las normas 
y principios laborales al darle un enfoque civilista a la relación jurídica existente entre 
sujetos de derecho privado, justificando la importancia y preeminencia del principio 
de la autonomía de la voluntad y haciéndolo aplicable de manera general a todas las 
relaciones contractuales laborales.  
21
2
CORTE SUPREMA;  CASACIÓN EN LA FORMA Y EN EL FONDO;  25/10/06;  CAUSA ROL 
771/05, CARATULADO ALCAYAGA SASSO, JUAN CON UNIVERSIDAD CATOLICA DE CHILE CORP. DE 
TELEVISION, CONSIDERANDO NÚMERO 16.
22
2
 CORTE SUPREMA;  CASACIÓN EN LA FORMA Y EN EL FONDO;  20/12/06;  CAUSA ROL 
2450/05, CARATULADO ISELLA FERLINI NESTOR ITALO CON CANAL 13, CONSIDERANDO NÚMERO 
8.
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Tal es el problema y notoriedad que trae aparejada la aplicación de la doctrina de los 
actos propios en asuntos laborales que, en el año 2008 el senador Alejandro Navarro 
Brain presentó un proyecto de ley donde se prohíbe la aplicación de la teoría de los 
actos propios en contra de los derechos establecidos por la ley laboral y que pretende 
agregar al artículo 5 del Código del Trabajo en su inciso segundo, la siguiente nueva 
parte final: 
“No  se  podrá  aplicar  la  teoría  del  acto  propio  en  contra  de  los  derechos  de  los  
trabajadores”.
Incluso en el  proyecto mismo, Navarro expresa que las leyes especiales  laborales, 
buscan proteger al más débil y que la igualdad jurídica a la que se exponen estas 
normas  con  la  aplicación  de  criterios  civilistas,  es  un  atentado  a  la  esencia  del 
Derecho Laboral expresándolo en el encabezado del mentado proyecto del siguiente 
modo: 
“El derecho laboral viene a romper el esquema privatista e individualista de la ley civil.  
Mientras el Código de Bello estaba basado en la igualdad formal entre las personas, las  
leyes laborales se basan en su desigualdad material, buscando dotar a la parte más débil  
de un poder que la economía niega, pero el derecho reconoce”.23
Entendemos así  que,  en base a  la  teoría  de los actos propios,  la  persona que ha 
prestado sus servicios a otra y que busca el reconocimiento de la relación laboral en 
un contrato de honorarios es contradictoria con la conducta misma de celebrar el 
contrato y además constituye un perjuicio a aquel que ha recibido los servicios en 
calidad de  “receptor”  y  no  de  “empleador”.  Es  decir,  es  posible  que se  den los 
requisitos de existencia del artículo 8, pero sus efectos solo nacerán en virtud de la 
sentencia que reconozca el contrato puesto que, si se producen con anterioridad a 
ésta, se estaría atentando contra el principio de la buena fe objetiva. 
23
2
 PROYECTO DE LEY DE FECHA 17  DE DICIEMBRE DE 2008,  EN BOLETÍN Nº 6294-13.  El 
proyecto se encuentra actualmente en su primer trámite constitucional en el Senado, 
a la espera del primer informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.
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Así, y a modo de resumen,  antes de que se reconozca la relación laboral mediante 
sentencia firme, el empleador no está obligado a pagar las cotizaciones previsionales 
ya que el trabajador no tiene derecho a estas y por ende, difícilmente el empleador 
podría  retener  cotizaciones  previsionales  y  junto  con  ello  crearse  la  figura  de  la 
nulidad del despido establecida en el artículo 162 del Código del Trabajo.
Es  válido  preguntarnos  entonces  ¿será  la  reforma procesal  laboral  la  solución  al 
problema?,  podríamos  decir  que  es  viable  tal  posibilidad  en  cuanto  a  que  se 
abandonaría  la  estructura  civilista  patrimonial  que  tantos  problemas  ha  traído  en 
nuestra legislación.
 A su  vez,  la  existencia  de  un mayor  número de  jueces  especializados  en  temas 
laborales produciría una resolución de mayor calidad y se alejarían las controversias 
jurídicas laborales en torno a este tema o por lo menos se reducirían notablemente 
(lo que permitiría mejorar la calidad de las resoluciones judiciales).
3.4 Análisis del artículo 162 del Código del Trabajo.
A continuación analizaremos uno a uno los incisos del artículo 162 del Código del 
Trabajo, modificado por la Ley 19.631. 
 “Artículo 162 inciso 1º:  Si  el  contrato  de  trabajo  termina  de  acuerdo  con  los  
números 4, 5 ó 6 del artículo 159, o si el empleador le pusiere término por aplicación de  
una o  más de las causales señaladas en el artículo 160, deberá comunicarlo por escrito  
al trabajador, personalmente o por carta certificada enviada al domicilio señalado  en el  
contrato, expresando la o las causales invocadas y los hechos en que se  funda”
Este inciso señala que:
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1. El procedimiento para poner término a la relación laboral le corresponde al 
empleador  quien  debe  invocar  alguna  de  las  causales  contenidas  en  los 
artículos 159 Nos 4, 5 y 6, y artículo 160.  
Entonces podemos concluir que, si la relación laboral finaliza por mutuo acuerdo, 
renuncia o muerte del trabajador, el empleador no debe cumplir las formalidades que 
este  inciso  señala.   Lo  que  no  significa  que  el  empleador  quede  absuelto  de  la 
obligación de pagar las cotizaciones previsionales.
2. Que el empleador debe fundar el despido y que los hechos en los cuales se 
basa  deben  ser  reconocidos  por  el  trabajador.  También  se  debe  dejar 
constancia por escrito de las causales que ponen fin a la relación laboral, esto 
como  medio  de  publicidad  y  garantía  al  trabajador  quien  puede  usar  el 
documento como prueba para evitar que el empleador utilice otra causal de 
terminación.
“Artículo 162 inciso 2º: Esta comunicación se entregará o deberá enviarse, dentro de  
los tres días hábiles siguientes al de la separación del trabajador. Si se tratare de  la  
causal señalada en el número 6 del artículo 159, el plazo será de seis días  hábiles.”
Este  inciso  señala  que:  el  plazo  en  que se  debe  entregar  el  aviso  del  despido al 
trabajador  se  cuenta  desde  la  fecha  de  la  separación  del  trabajador.  Para  ello  la 
jurisprudencia  concuerda en que para los efectos de contabilizar  los  plazos antes 
señalados,  se  entiende  cumplida  la  obligación  de  comunicar  cuando  el  aviso  es 
recepcionado por la oficina de correos.
“Artículo 162 inciso 3º: Deberá enviarse copia del aviso mencionado en el inciso  
anterior  a la respectiva Inspección del Trabajo, dentro del mismo plazo. Las Inspecciones  
del Trabajo, tendrán un registro de las comunicaciones de terminación de  contrato que se  
les envíen, el que se mantendrá actualizado con los avisos  recibidos en los últimos treinta  
días hábiles”.
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Este inciso señala que: se debe enviar copia del aviso a la Inspección del Trabajo, esto 
para velar por el principio de publicidad y para evitar fraudes por parte del trabajador 
al alegar desconocimiento del aviso.
“Artículo 162 inciso 4º:  Cuando el  empleador invoque la causal señalada en el  
inciso  primero del  artículo 161, el  aviso deberá darse  al  trabajador,  con copia a la  
Inspección  del  Trabajo  respectiva,  a  lo  menos  con  treinta  días  de  anticipación.  Sin  
embargo, no se requerirá esta anticipación cuando el empleador pagare al  trabajador una  
indemnización en dinero efectivo sustitutiva del aviso previo,  equivalente a la última  
remuneración   mensual  devengada.  La comunicación  al   trabajador  deberá,  además,  
indicar,  precisamente,  el  monto total  a pagar de  conformidad con lo  dispuesto  en el  
artículo siguiente.” 
Este inciso señala que: cuando se invoca como causal de despido las “necesidad de la 
empresa”, deberá avisare al trabajador con 30 días de anticipación al despido, pero el 
empleador puede no avisar y pagar una indemnización al trabajador sustitutiva por el 
aviso, equivalente a la última remuneración mensual devengada.
“Artículo 162 inciso 5º: Para proceder al despido de un trabajador por alguna de las  
causales a que se refieren los incisos precedentes o el artículo anterior, el  empleador le  
deberá informar por escrito el estado de pago de las cotizaciones  previsionales devengadas  
hasta el último  día del mes anterior al del despido,  adjuntando los comprobantes que lo  
justifiquen.  Si  el  empleador  no  hubiere   efectuado  el  integro  de  dichas  cotizaciones  
previsionales al momento del  despido, éste no producirá el efecto de poner término al  
contrato de trabajo”.
Este inciso señala que: 
1. Para proceder al despido del trabajador, es requisito indispensable que se le 
comunique  mediante  una  carta  de  despido  el  estado  de  pago  de  sus 
cotizaciones previsionales devengadas hasta el último día del mes anterior al 
del despido, adjuntando comprobantes que lo justifiquen.
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2. Si  el  empleador  hubiese  incumplido  con  la  obligación  de  pagar  las 
cotizaciones del trabajador, no se producirá la el efecto de poner término al 
contrato de trabajo. 
Esta sanción objeto de estudio de esta tesis y que conocemos como “nulidad del 
despido”,  donde  cesa  la  obligación  del  trabajador  de  prestar  sus  servicios  pero 
subsiste  la  obligación  del  empleador  de  pagar  las  remuneraciones  hasta  que  se 
convalide el despido (se entere la totalidad de las cotizaciones adeudadas).
 
 “Artículo  162  inciso  6º: Con  todo,  el  empleador  podrá  convalidar  el  despido  
mediante el  pago de las imposiciones morosas del trabajador lo que comunicará a éste  
mediante carta certificada acompañada de la documentación emitida por las  instituciones  
previsionales correspondientes, en que conste la recepción de  dicho pago.”
 
Este inciso señala que: el empleador podrá convalidar el despido mediante el pago de 
las  cotizaciones  previsionales  morosas  del  trabajador,  con  la  obligación  de 
comunicárselo por escrito, mediante carta certificada y adjuntando los certificados 
emitidos por las instituciones correspondientes para acreditar que se ha cumplido 
fehacientemente con la obligación. Este efecto es lo que se conoce como “incentivar 
el pago de cotizaciones”.
“Articulo 162 inciso 7º: Sin perjuicio de lo  anterior, el empleador deberá pagar al  
trabajador las remuneraciones y demás prestaciones consignadas en el contrato  de trabajo  
durante el período comprendido entre la fecha del despido y la fecha  de envío o entrega de  
la referida comunicación al trabajador.”
Este  inciso  señala  que:  la  sanción  pecuniaria  que  deberá  cancelar  el  empleador 
negligente, que ha querido poner término a la relación de trabajo estando moroso en 
el pago de las cotizaciones previsionales del trabajador al que se pretende desvincular.
  
“Articulo 162 inciso 8º: Los errores u omisiones en que se incurra con ocasión de  
estas  comunicaciones que no tengan relación con la obligación de pago íntegro de las  
imposiciones previsionales, no invalidarán la terminación del contrato, sin  perjuicio de las  
sanciones  administrativas que establece  el artículo 477 de este Código”.
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Este inciso señala que: si el empleador se equivoca en la comunicación del despido o 
no lo  envía,  no se invalidara la  terminación de la  relación laboral,  pero se harán 
efectivas las sanciones que establece el artículo 477 del Código del Trabajo.
Aquí se nos presenta un gran problema, ¿qué sucede en los casos donde el despido se 
comunica de forma verbal?, ¿puede el trabajador demandar la nulidad del despido si 
es  que  existen  cotizaciones  previsionales  adeudadas  por  su  empleador?  Hay 
sentencias  que  afirman,  mientras  no  se  haya  cumplido  con  las  obligaciones  y 
requisitos  del  artículo  162,  el  trabajador  no  puede  demandar  al  empleador  por 
nulidad del despido ya que la comunicación verbal no invalida la terminación de la 
relación laboral.
Por otra parte, la intención del legislador de promover el pago de las cotizaciones 
previsionales se vería destruida si la postura anterior fuera la correcta. 
Y  es  que  si  los  empleadores  pudieran  librarse  de  la  obligación  de  pagar  las 
cotizaciones previsionales  mediante el  despido verbal,  el  sistema normativo en su 
conjunto dejaría de ser eficaz en la protección de los derechos del trabajador.
 
“Articulo 162 inciso 9º: La Inspección del Trabajo, de oficio o a petición de parte,  
estará   especialmente  facultada  para  exigir  al  empleador  la  acreditación  del  pago  de  
cotizaciones previsionales al momento del despido, en los casos a que se refieren  los incisos  
precedentes. Asimismo, estará  facultada para exigir el pago de las  cotizaciones devengadas  
durante  el  lapso  a  que  se  refiere  el  inciso  séptimo.  Las   infracciones  a  este  inciso  se  
sancionarán con multa de 2 a 20 UTM”.
Este inciso señala las facultades de la Inspección del Trabajo para exigir  la exhibición 
de los comprobantes de pago de las cotizaciones previsionales al momento de la 
ratificación del despido.
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V. CAPÍTULO IV: NOCIÓN DE SENTENCIA.
Introducción.
La Sentencia es un acto jurisdiccional que emana de un juez y que pone fin al proceso 
o a una etapa del mismo, y tiene por objeto reconocer, modificar o extinguir una 
situación jurídica. 
Según Couture, la sentencia:
 “sirve para denotar, a un mismo tiempo, un acto jurídico procesal y el documento en que  
él se consigna.
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Como acto, la sentencia es aquel que emana de los agentes de la jurisdicción y mediante el  
cual deciden la causa o punto sometido a su conocimiento. Como documento, la sentencia  
es la pieza escrita, emanada del tribunal, que contiene el texto de la decisión emitida”.24
Las sentencias están regidas por normas de derecho público, ya que emanan de una 
autoridad pública y que obliga tanto a las partes litigantes, como  a todos los demás 
órganos del poder público.
El concepto de la sentencia es correlativo del concepto de jurisdicción. Así como 
señala   Couture,  el  contenido y la  función  de  la  sentencia  son  el  contenido y la 
función de la jurisdicción.
Se ha considerado a la sentencia de distintas maneras, unos dicen que constituye la 
“norma jurídica  individual  y  concreta  creada  por  el  juez  mediante  el  proceso,  para  regular  la  
conducta de las partes en conflicto”25 y otros señalan que se trata de la resolución del juez 
que acoge o rechaza la pretensión que se intente hace valer.
Como sabemos, existen distintos tipos de sentencias, cada una de las cuales produce 
efectos  distintos  pero  siempre  un  efecto  común:  “solucionar  una  controversia 
jurídica de manera pacífica”.
A continuación examinaremos los diferentes tipos de sentencias existentes en nuestro 
ordenamiento y nos detendremos para estudiar con mayor énfasis, en las sentencias 
constitutivas, debido a la gran importancia que estas revisten en el caso que estamos 
estudiando, la nulidad del despido.
24
2
 COUTURE, EDUARDO;  fundamentos  del  derecho  procesal  civil,  Editorial  B de  F, 
Montevideo-Buenos Aires, año 2002, p. 227.
25
2
  DISPONIBLE EN:  http://saqgiza.blogspot.com/2009/05/el-concepto-de-la-
sentencia.html ; última visita en 25/05/2012, a las 3:26 a.m.     
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4.2       Clasificación de las sentencias.
La clasificación de las sentencias, responde a las pretensiones que se tengan  puesto 
que la finalidad de éstas, es que se reconozca dicha pretensión que se intenta o se 
alega.
Existen diversos tipos de sentencias, pero en cuanto al tema que estamos estudiando, 
nos corresponde analizar aquellas que se enfocan en el derecho sustancial o material 
y que le dan forma al conflicto de la contradicción jurídica en nuestros tribunales, 
estas vendrían siendo dos: las constitutivas y las declarativas.
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Son sentencias declarativas “aquellas que tienen por objeto la pura declaración de la existencia  
de un derecho”26 , es decir, en ellas se solicita la declaración de una situación jurídica que 
existía con anterioridad a la decisión (se busca certeza de un derecho). Así, mediante 
la sentencia se logra dar certidumbre a ese derecho incierto.
Podríamos decir  entonces que es una “constatación” de una situación jurídica ya 
existente. Ejemplos de una sentencia declarativa son: la declaratoria de falsedad de un 
documento, la sentencia absolutoria,  la adquisición de la propiedad por prescripción, 
reconocimiento de la paternidad, la inexistencia de una situación jurídica (nulidad de 
un contrato), entre otros.
Son  aquellas  que  eliminan  la  falta  de  certeza  acerca  de  la  existencia, eficacia, 
normalidad  o interpretación o  relación  de  un estado jurídico,  un  ejemplo  es  la 
declaratoria de heredero.  La característica de este tipo de sentencia radica en que la 
actividad del juez se agota en la declaración de certeza. 
Por otro lado están las sentencias constitutivas y son “aquellas que, sin limitarse a la mera  
declaración de un derecho y sin establecer una condena al cumplimiento de una prestación, crean,  
modifican o extinguen un estado jurídico”27. Debido a esto, diremos que son pertenecientes 
a esta clase,  “aquellas sentencias que crean un estado jurídico nuevo, ya sea haciendo cesar el  
existente, ya sea modificándolo, ya sea sustituyéndolo por otro”28.
Notable diferencia de la sentencia declarativa con la constitutiva es que, la primera 
pretende  que  se  produzca  un  estado  jurídico  que  antes  no  existía  y  de  ello  se 
desprende que esta  sentencia  rige hacia  el  futuro (no así  la  declarativa,  donde su 
retroactividad  pareciera  ser  total),  puesto  que  con  ella  nace  una  nueva  situación 
jurídica y a partir de ella es que surgen los efectos, y a su vez requiere la aplicación de 
nuevas normas.
26
2
 COUTURE, EDUARDO;  fundamentos  del  derecho  procesal  civil,  Editorial  B de  F, 
Montevideo-Buenos Aires, año 2002, p. 257.
27
2
 COUTURE EDUARDO; ob. Cit., pp. 260-261. 
28
2
 COUTURE EDUARDO; ob. Cit., p. 261.
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Nos detendremos en esta clase de sentencias puesto que de ellas nace la “doctrina de 
la sentencia constitutiva”, doctrina a la que adhiere reiteradamente en la mayoría de 
sus  fallos  la  excelentísima  Corte  Suprema  y  que  es  la  responsable  de  las 
contradicciones  jurídicas  en  la  nulidad  del  despido,  sobre  todo  en  los  casos  de 
informalidad laboral.
4.3       Importancia de la sentencia constitutiva en la nulidad del despido.
Para explicarlo de un modo sencillo diremos que, conforme a esta doctrina, cuando 
la  relación  laboral  ha  sido  reconocida  en  la  sentencia  o  cuando  ha  operado  la 
presunción del artículo 8º del Código del Trabajo, la Corte Suprema ha estimado que 
no tiene aplicación la sanción del inciso séptimo del artículo 162 del mismo código 
(que obliga  al  empleador  que  no hubiese  pagado las  cotización  previsionales  del 
trabajador, a continuar pagándole remuneración y demás prestaciones consignadas 
hasta la convalidación efectiva del despido), incluso ha definido como una “condena 
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improcedente”  el  exigir  dicha  sanción  al  empleador  cuya  calidad  se  reconoció 
mediante la sentencia.
La argumentación de la jurisprudencia en comento  “se sostiene a través de una serie de  
principios generales del derecho privado y efectos procesales que contrarían la necesidad de sancionar  
en base a la Ley N° 19.631 al empleador que, aparte de no reconocer formalmente el vínculo  
laboral, ha incumplido lógicamente sus obligaciones previsionales”29.
Lo anteriormente expresado, queda en evidencia con la siguiente sentencia en donde 
el fundamento que la Corte utiliza es:
“que habiéndose reconocido la existencia de una relación laboral entre las partes sólo en  
la sentencia dictada en estos autos, la que viene a constituir los derechos del trabajador en  
calidad de tal desde la época de su dictación y posterior ejecutoriedad, de manera que sus  
derechos de dependiente se han perfeccionado jurídicamente a partir de esa época. Por este  
motivo no puede estimarse que la demandada se haya encontrado en mora de pagar las  
cotizaciones previsionales a la época del despido, por cuanto para la empleadora existió  
un arrendamiento de servicios respecto al actor.”30.
Cabe  destacar  en la  sentencia  transcrita,   el  hecho de que no tiene  aplicación la 
sanción de la norma referida porque el empleador no ha estado en mora de pagar las 
cotizaciones  previsionales,  lo  cual  corresponde  a  otro  tipo  recurrente  de 
argumentación de nuestra Corte.
Ahora  bien,  “precisando  conceptos  podemos  decir  que  la  sentencia  constitutiva  contiene  dos  
pronunciamientos:  a)  el  reconocimiento  del  derecho  del  actor  frente  al  Estado  para  demandar  
judicialmente la constitución del nuevo estado jurídico que el ordenamiento civil le garantiza, lo que  
es pura acción; b) el acto del Estado por el cual se constituye en virtud de su poder soberano el nuevo  
29
2
 LÓPEZ MEZA, M. Y ROGEL VIDE, C.; “La doctrina de los actos propios. Doctrina y jurisprudencia”, 
Reus/B de F, Madrid/Buenos Aires, reimp. 2009, pp. 176-182
30
3
 RESOLUCIÓN Nº 18074, DE CORTE SUPREMA DE CHILE - SALA CUARTA, 15 DE NOVIEMBRE 
DE 2001.
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estado jurídico de que se trata, en acatamiento al contenido de aquel derecho que le impone una  
obligación de pronunciar una decisión de determinado contenido”.31
Siguiendo  la  descripción  de  la  sentencia  constitutiva,  ésta  no  es  susceptible  de 
ejecución forzada, es decir,  en el pronunciamiento constitutivo lleva el acto de su 
ejecución.
En cuanto a su titular, por lo general,  son los sujetos que están unidos por la relación 
jurídica  que  desean  crear,  modificar  o  extinguir,  puesto  que ellos  son los  únicos 
investidos de la cualidad a obrar.
En cuanto a la doctrina de la sentencia constitutiva como solución jurisprudencial, no 
ha quedado exenta de críticas por parte del Derecho Procesal y del Derecho Laboral; 
algunos consideran a esta doctrina como un caso que afecta el contenido tutelar del 
Código del Trabajo, pues a los trabajadores informales (aquellos cuya relación no fue 
formalizada) se les priva de uno de los mecanismos de protección legal.
Las sentencias que aplican la doctrina ya descrita (lo cual parece ser la tendencia de 
nuestra  Corte),  adolecen de una contradicción en sí  mismas,  puesto que por una 
parte reconocen en la sentencia el efecto declarativo (una vez reconocida y declarada 
la existencia de la relación laboral que se intenta demostrar) y el efecto de condena 
(condenar al empleador a las prestaciones antes mencionadas), pero al momento de 
aplicar la ley 19.631 (Ley Bustos), se le reconoce a esa misma sentencia un efecto 
constitutivo.
Por otra parte, en nuestra legislación es el empleador quien está obligado a formalizar 
el contrato de trabajo, puesto que el artículo 9º del Código del Trabajo impone dicha 
obligación  de  escriturar  el  contrato  al  empleador  y  si  éste  no  lo  hace,  la  ley  lo 
sanciona con la presunción contenida en la norma y además con multas. Entonces 
nos parece evidente que no se puede dejar impune a quien infringe los deberes que 
establece la ley.
31
3
 DISPONIBLE EN:  http://www.msinfo.info/default/acienpol/bases/biblo/texto/L-
714/A-04.pdf ; última visita en 06/06/2012, a las 08:49 p.m.     
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Entonces privar del efecto de la ley Bustos (incisos 2° y 7° de artículo 162) respecto 
del empleador negligente que incumple la obligación de formalizar la relación laboral 
(a sabiendas del carácter de dicha relación) conforme a la ley, es decir, por medio de 
un contrato de trabajo, es inconcebible. 
Bastará entonces, con que el empleador no efectúe el pago integro de las cotizaciones 
previsionales  del  trabajador,  para  que  la  norma  tenga  aplicación  (y  es  que  no 
podemos dejar a la voluntad de las partes contratantes, la aplicación de la ley o en 
este caso, del sistema previsional establecido por ley).
En conclusión, y como ya habíamos mencionado un par de títulos  atrás, la doctrina 
de  la  sentencia  constitutiva  que  pregonan  nuestros  tribunales,  vulnera  el  orden 
público del Derecho Laboral y priva al trabajador de ejercer sus derechos, de tutela 
judicial y es contraria a los principios esenciales del Derecho del Trabajo.
4.4       Declaración judicial de la nulidad del despido.
De acuerdo a la naturaleza del fallo, se establece la existencia o inexistencia de la 
relación laboral y por ende se define si procede o no la aplicación de la sanción 
contenida en el artículo 162 del Código Laboral.
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Como hemos expuesto anteriormente, el caso de la informalidad laboral es relevante 
respecto de la aplicación del artículo 162 del Código del Trabajo y es que cuando un 
trabajador demanda a su empleador para exigir sus derechos y “reclamar” la nulidad 
del  despido, es el tribunal  quien debe ponderar si procede o no la  aplicación del 
precepto en cuestión.
Como suele suceder en estos casos, el empleador alega la inexistencia de la relación 
laboral y por ende, la improcedencia de la sanción del artículo 162, es aquí en donde 
juega un importante rol el tema de la sentencia constitutiva.
Para hacerlo de manera didáctica,  explicaremos la  importancia  de la  sentencia  en 
cuanto a la procedencia de la aplicación del artículo 162, mediante el estudio de la 
siguiente sentencia:
Corte Suprema,  20  abril  2010,  N° ingreso:  852-2010,  Caratulado:  “NUNEZ 
ARANCIBIA,  ALVARO  con  SOCIEDAD  CONTRACTUAL  MINERA 
TAMBILLOS”.
   
 Vistos: 
“En autos  RUC N° 0940019244-5 y RIT N° O-262-2009 del  Juzgado de  Letras  y  del  
Trabajo de La Serena, don Alvaro Nuñez Arancibia deduce demanda en contra de la Sociedad  
Contractual Minera Tambillos, representada por don Eliécer Mauricio Fuentes Zenteno, a fin que  
se declare que se ha incurrido en infracción del artículo 162 inciso quinto del Código del Trabajo;  
que su despido ha carecido de causa legal y, en consecuencia, se condene a la demandada a pagar las  
cotizaciones de seguridad social, remuneraciones hasta la convalidación del despido, indemnizaciones  
sustitutiva  del  aviso  previo  por  años  de  servicios,  esta  última  incrementada  en  un  50%, 
remuneraciones por los meses de junio, julio y agosto de 2009, compensación de feriado proporcional,  
más intereses, reajustes y costas. 
 La  parte  demandada,  al  contestar,  opuso  la  excepción  de  caducidad  de  la  acción,  la  que  fue  
desechada en su oportunidad y alegó que entre las partes no existió relación laboral alguna pues no  
concurren los requisitos establecidos por el legislador para la existencia de un contrato de trabajo y  
no corresponde aplicar la presunción del artículo 8º del Código del ramo. Agrega que de estimarse  
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existente una relación de naturaleza laboral con el actor, es improcedente la aplicación del artículo  
162 del texto legal citado, así como también la indemnización por años de servicios por no haber  
completado anualidad y el pago de las remuneraciones por los meses de junio, julio y agosto de 2009,  
ya que el propio actor indica que laboró hasta el 22 de junio de ese año”. 
El  tribunal  en primera  instancia  acoge la  demanda  y   declara  la  existencia  de  la 
relación  laboral entre don Alvaro Nuñez y la sociedad contractual minera Tambillos, 
junto con ello sanciona al empleador haciendo procedente la sanción de la nulidad 
del despido establecida en el artículo 162 del Código del Trabajo. 
Tras el fallo, el demandado recurre de nulidad basándose en que la sentencia tiene 
efecto constitutivo y por ende no se le  puede aplicar  la sanción del  artículo 162. 
Dicho recurso fue rechazado por la Corte de Apelaciones de la Serena, considerando 
que la sentencia que establece la existencia de la relación laboral entre las partes tiene 
carácter declarativo, de modo que no se ha cometido la infracción de ley denunciada.
Acto seguido, el demandado deduce recurso de unificación de jurisprudencia, recurso 
que fue acogido por la Corte Suprema señalando lo siguiente:
“la sanción de  que  se  trata ha sido prevista  para el  empleador  que  ha efectuado la  
retención correspondiente de las remuneraciones del trabajador y no entera los fondos en el  
organismo respectivo, es decir, no ha cumplido con el rol de agente intermediario y ha  
distraído los dineros, que no le pertenecen, en finalidades distintas a aquellas para las  
cuales fueron dispuestos, de modo que se hace acreedor de la sanción pertinente, cuyo no es  
el caso, en la mencionada retención no se produjo, pues para el demandado sólo existía un  
vínculo de naturaleza civil”.32
La Corte  señala que la sentencia que  declara la existencia de una relación laboral 
tiene un efecto constitutivo y no declarativo. 
32
3
 CORTE SUPREMA, 20 ABRIL 2010, N° INGRESO: 852-2010, CARATULADO: “NUNEZ 
ARANCIBIA, ALVARO CON SOCIEDAD CONTRACTUAL MINERA 
TAMBILLOS”.
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Pero  debemos  señalar  que  aquella  sentencia  tuvo  un  voto  en  contra  y  fue  del 
Ministro  señor Sergio Muñoz Gajardo, quien estuvo por rechazar el presente recurso 
de unificación de jurisprudencia, sobre la base de los siguientes argumentos: 
1°) “Que con la modificación introducida por la Ley N°19.631 al artículo 162 del 
Código del Trabajo, se impuso al empleador una obligación adicional, esto es, que 
para proceder al despido de un trabajador, debían encontrarse íntegramente pagadas 
sus cotizaciones previsionales de lo contrario dicho despido carece de efectos,  es 
nulo. 
 2°) Que conforme a lo razonado en la sentencia de la instancia, el empleador no dio 
cumplimiento a  la  obligación establecida  en el  inciso  quinto  del  artículo 162  del 
Código del  Trabajo,  de modo que corresponde aplicarle  la sanción que la  misma 
contempla,  esto  es,  el  pago  de  las  remuneraciones  y  demás  prestaciones  del 
trabajador  que  se  devenguen  desde  la  fecha  del  despido  hasta  la  fecha  de  la 
convalidación del mismo, mediante el entero de las cotizaciones adeudadas. 
 3°) Que a lo anterior no obsta que haya sido la sentencia impugnada la que dio por 
establecido la existencia de una relación de naturaleza laboral entre las partes, por 
cuanto al efecto debe tenerse en cuenta que tanto la doctrina como la jurisprudencia 
han distinguido dos grandes tipos de pretensiones que dan origen a igual naturaleza 
de sentencias: de cognición y ejecución, que por su parte pueden ser desestimatorias 
o estimatorias. Las primeras, por su parte, se dividen en declarativas, constitutivas y 
de condena.
4°) Que sobre la base de la existencia de una situación jurídica dada, en el caso de 
autos una relación laboral, se dedujo demanda con el objeto que se declarara además 
de la injustificación del despido, que éste fue nulo e ineficaz porque las cotizaciones 
de seguridad social no habían sido ?íntegramente pagadas? a lo cual se accedió. Se 
constató o declaró su existencia, pero en ningún caso se constituyó, puesto que ésta 
no registra su nacimiento desde que quede ejecutoriada la decisión en que el tribunal 
la reconoció, sino desde la fecha que en cada caso se indica, que corresponde a la 
oportunidad en que las partes la constituyeron. Cosa distinta es que una de ellas se 
resista  a  dar  cumplimiento  a  las  prestaciones  que  de  esa  relación  jurídica  de 
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desprenden,  las  que  el  tribunal  especificará  en  su  sentencia,  condenando  al 
demandado a su pago;  condena que tiene por antecedente el  reconocimiento del 
derecho que le asiste al actor,  el  cual también ha sido declarado.  Se conjugan las 
acciones declarativas y de condena. De estimarse que se constituye el derecho en la 
sentencia,  nada  ha  existido  con  anterioridad  y  no  procedería  hacer  lugar  a  la 
demanda”.
El ministro señala que la sentencia que determina la existencia de la relación laboral 
es declarativa,  razón por la cual la sanción de nulidad opera tanto a los empleadores 
que  no han enterado las cotizaciones,  como a los empleadores que no han retenido 
en lo absoluto las cotizaciones de seguridad  social. 
Tras analizar este caso, consideramos que la postura del ministro Muñoz es acertada 
puesto que si se razona como lo ha hecho la Corte, los empleadores que intentan 
eludir las obligaciones que emanan del contrato de trabajo a través de simulaciones 
de contratos de carácter civil, podrían lesionar los derechos de los trabajadores ya que 
solo bastaría con negar la existencia del vinculo laboral para evadir las sanciones y 
por ende la aplicación de las normas laborales.
VI. Conclusiones.
Si  bien el  legislador  tenía  la  sensata convicción de  que mediante  la  dictación del 
artículo 162 del Código del Trabajo lograría fortalecer el ordenamiento jurídico en su 
conjunto, reforzando el carácter eminentemente protector de la norma laboral,  su 
nacimiento produjo indeseados efectos dentro de nuestros tribunales al momento de 
aplicar la norma en comento.
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Regular las relaciones laborales no es tarea fácil  puesto que la sociedad va cambiando 
y  con ello  las  situaciones  previstas  en  nuestras  normas  van  quedando obsoletas, 
debiendo el legislador actuar rápido e intentar adaptarse al constante cambio que la 
vida actual le exige. Ejemplo tangible es el nacimiento de la “informalidad laboral”, 
un hibrido bastante reciente que ha venido a plantearle grandes dolores de cabeza al 
legislador puesto que hace conjugar el dinamismo de la norma con la incertidumbre 
de su composición.
Entonces la creación del artículo 162 del Código Laboral es resultado de un gran 
esfuerzo  de  la  legislación,  pero  está  redactada  de  manera  tal  que  produce 
contradicción jurídica en nuestros tribunales en cuanto a su aplicación. 
Y  es  que  los  vacios  o  defectos  de  que  adolece  este  artículo,  dan  paso  a  la 
interpretación, que muchas veces no sigue la directriz que al legislador le hubiese 
gustado  produciendo conflictos entre nuestros tribunales y haciendo dudosa la tarea 
protectora de la legislación.
Como afirmamos al comienzo de este trabajo, normas como el artículo 162 están 
produciendo lo que llamamos “la huida del derecho laboral” al Derecho civil, puesto 
que nuestros tribunales se han visto en la necesidad de cubrir los vacios legales con 
principios de carácter civil, conflictos de materia laboral.
Así lo evidencio el senador Alejandro Navarro, quien confecciono un proyecto de ley 
para evitar la aplicación de un principio civilista en materia laboral, estamos hablando 
de “la teoría de los actos propios”. Iniciativa que nos parece del todo acertada y que 
compartimos indudablemente.
Nos parece  necesario  recalcar  una  vez más  el  hecho de  que  las  instituciones  de 
nuestro derecho están obligadas a utilizar precisión del lenguaje jurídico para evitar 
problemas como los que hemos planteado a lo largo de esta tesis y del mismo modo, 
facilitar la compleja labor de nuestros jueces, quienes deben soportar este tipo de 
situaciones con más frecuencia de lo que podemos imaginar.
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Para finalizar, queremos hacer notar que mediante nuestro estudio hemos logrado 
evidenciar las falencias de nuestro sistema normativo y hemos propuesto soluciones 
tanto para evitar futuros problemas normativos, como para resolver los ya existentes.
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